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1.3. Una mirada a los Procedimientos de Evaluación de Impacto
Ambiental y sus necesidades de mejora

Una pieza clave en la normatividad relativa a los proyectos de hidrocarburos y mineros es la obligación 
de que sean sujetos de un Procedimiento de Evaluación de Impacto Ambiental (PEIA), como lo establece 
la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente (LGEEPA)21. En su Artículo 28, la Ley 
señalada determina que aquellas empresas que quieran llevar a cabo obras o actividades relacionadas con 
la industria del petróleo, la petroquímica y la exploración, explotación y beneficio de minerales, deberán 
contar de manera previa con la autorización en materia de impacto ambiental de la autoridad ambiental. 
Igualmente, aquellas relativas al tratamiento, confinamiento o eliminación de residuos peligrosos y 
radioactivos.

Si bien el PEIA es un instrumento valioso para proteger al medio ambiente y la población de los efectos 
negativos de proyectos mineros, petroleros y gasíferos, los vacíos existentes –tanto en la legislación como 
en la práctica– debilitan su efectividad. En muchos casos, esto resulta en que las decisiones no se tomen 
en función de criterios que protejan el ambiente y los derechos humanos, sino únicamente de los intereses 
económicos y políticos detrás de los proyectos (SPDA, 2016). Por ello es fundamental robustecer este 
mecanismo, especialmente en lo referente a la participación de las poblaciones directa e indirectamente 
afectadas por estas actividades en la toma de decisiones, de manera que el PEIA responda a la finalidad 
para el que fue creado. Esto es aún más urgente a la luz de una Reforma Energética que incluyó medidas 
para debilitar y restar autonomía a la autoridad ambiental, a través de la creación de la Agencia Nacional 
de Seguridad Industrial y Protección al Ambiente del Sector Hidrocarburos (CEMDA, 2014); tal y como se 
explicó en el capítulo anterior, esta agencia será ahora la encargada de llevar a cabo los PEIA cuando se 
trate de proyectos petroleros y gasíferos.

Alcances del PEIA en materia de la actividad petrolera, gasífera y minera

Como señala el Reglamento en materia de impacto ambiental de dicha ley22, se incluyen dentro de estas 
actividades: I) oleoductos, gasoductos, carboductos y poliductos para el transporte de hidrocarburos, 
excepto cuando se realicen en derechos de vía existentes en zonas agrícolas, ganaderas o eriales; II) 
perforación de pozos de exploración y extracción, excepto cuando se trate de zonas agrícolas, ganaderas 
y eriales que no estén en áreas naturales protegidas (ANPs); III) construcción e instalación de plataformas 
marinas; IV) construcción de refinerías; V) prospecciones sismológicas marinas, excepto las que utilizan 
pistones neumáticos, y terrestres, excepto las que usen vibrosismos; VI) instalaciones de procesamiento, 
compresión, licuefacción, descompresión y regasificación; instalaciones de transporte almacenamiento, 
distribución y expendio al público de gas natural y petrolíferos; VII) instalaciones para la producción, 

21 Disponible en http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/agenda/DOFsr/148.pdf
22 Artículo quinto del Reglamento de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente en materia de Evaluación de Impacto 
Ambiental, disponible en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/regley/Reg_LGEEPA_MEIA_311014.pdf
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transporte, almacenamiento; VIII) transporte por ducto y almacenamiento de petroquímicos producto 
del procesamiento del gas natural y de la refinación del petróleo; IX) instalaciones de producción de 
petroquímicos; X) obras de explotación de minerales y su infraestructura de apoyo; XI) obras de 
exploración, con algunas excepciones entre las que se encuentran algunos tipos de tecnología cuando 
se trate de zonas agrícolas, ganaderas o eriales y con climas secos o templados; XII) instalaciones para el 
beneficio de los minerales y disposición final de sus residuos en jales, con excepción de aquellas plantas 
de beneficio que no utilicen sustancias peligrosas, así como el relleno hidráulico de minas subterráneas; 
y, XIII) plantas para el confinamiento y disposición final de residuos peligrosos y para su tratamiento, 
reuso, reciclaje y eliminación, a excepción de cuando estas actividades se lleven a cabo dentro de las 
instalaciones del generador y sean tratados y dispuestos de acuerdo con las normas jurídicas aplicables.
Pese a las existencia e importancia del PEIA, actualmente presenta diversas y graves deficiencias que se 
traducen en la aprobación de proyectos 

¿En qué consiste el PEIA?

Para que las empresas puedan llevar a cabo alguna de las actividades señaladas, deben comenzar el 
PEIA mediante la presentación de una Manifestación de Impacto Ambiental (MIA) a la Semarnat. Se trata 
de un estudio en el que deben presentar toda la información sobre los efectos que sus acciones y obras 
tendrán sobre los ecosistemas, así como las medidas de prevención y mitigación para evitar y minizar los 
daños. En el caso de que, por sus características corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables 
o biológico-infecciosas23, se trate de actividades altamente riesgosas, la MIA debe incluir un estudio de 
riesgo24. Una vez que la Semarnat recibe este estudio, tiene que ponerlo a disposición pública para que 
cualquier persona lo pueda consultar y, en su caso, pedir el inicio de una consulta pública, mecanismo 
que se explicará más adelante25. Asimismo, debe publicar en la Gaceta Ecológica de su página electrónica 
la solicitud de autorización de impacto ambiental de todos los proyectos que reciba. Por su parte, la 
empresa promovente tiene que publicar un resumen del proyecto en un periódico de amplia circulación de 
la entidad federativa donde quiera realizar la actividad, durante los cinco días posteriores a la presentación 
de la MIA.

Sin embargo, hay excepciones en las cuales en lugar de una MIA, las empresas pueden presentar informes 
preventivos, aún cuando se trate de la industria minera y de hidrocarburos; es el caso en que existan 
normas oficiales u otras que regulen las emisiones, desacargas, aprovechamiento de recursos naturales 
e impactos relevantes que las actividades puedan causar; se trate de obras que estén dentro de un plan 
parcial de desarrollo urbano o de ordenamiento ecológico; o sean instalaciones ubicadas en parques 
industriales autorizados. Aun en estos casos, la Semarnat tiene la posibilidad de valorar, con base en el 
informe preventivo, la necesidad de que le sea presentada una MIA por parte de la empresa26.

Una vez iniciado el proceso, la Semarnat cuenta con 60 días27 para resolver de manera fundamentada y 
motivada si autoriza el proyecto en los términos solicitados, si lo autoriza con condicionantes o si niega 

23 Artículo 146 de la LGEEPA.
24 Artículo 30 de la LGEEPA.
25 Artículo 34 de la LGEEPA.
26 Artículo 31 de la LGEEPA.
27 Artículo 35BIS de la LGEEPA.
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la autorización. Esta última decisión puede tomarla cuando la obra o actividad contravenga la legislación 
aplicable, amenace a especies en peligro de extinción o conlleve que alguna especie entre en esta 
categoría o exista falsedad en la información presentada por la empresa28. Excepcionalmente es posible 
que el proceso se alargue, por ejemplo cuando la Semarnat requiera más información, para lo cual puede 
aplicar una suspensión de no más de 60 días al procedimiento. También cuando por la complejidad y 
dimensiones de los proyectos así lo requiera, puede aumentar el plazo hasta por 60 días más29.

La consulta pública 

La consulta pública es el único mecanismo de participación contemplado en el PEIA y sus alcances son 
aún limitados, debido a las deficiencias en el acceso a la información, los tiempos y la concentración de 
las decisiones. Cualquier persona de la comunidad donde se vaya a realizar el proyecto puede solicitarla, 
pero es Semarnat quien decide iniciarla o no. Una vez en marcha, cualquier ciudadano o ciudadana 
puede solicitarle, dentro de un plazo de diez días, que ponga la MIA a disposición pública en la entidad 
federativa donde se pretende realizar el proyecto. Asimismo, cualquier persona tiene un plazo de 20 días 
para proponer medidas de prevención y mitigación y enviar observaciones, las cuales deben ser incluidas 
en el expendiente del PEIA elaborado por la Semarnat30.

En el caso de proyectos que puedan causar desequilibrios ecológicos graves o daños a la salud pública 
o los ecosistemas, la Semarnat en conjunto con las autoridades locales puede organizar una reunión 
pública. El objetivo de la misma, según la Ley, es que la empresa pueda presentar a quienes participen en 
la reunión los aspectos técnicos ambientales de la actividad u obra31, así como resolver dudas. En caso 
de que decida llevarla a cabo, la Semarnat cuenta con un plazo de 25 días a partir del inicio de la consulta 
pública para publicar la convocatoria en su Gaceta Ecológica y en un periódico de amplia difusión en la 
entidad federativa correspondiente. Una vez publicada dicha convocatoria, la reunión debe realizarse en 
un periodo no mayor a cinco días y no puede durar más de un día. Una vez celebrada, la Semarnat debe 
levantar un acta de la sesión, en que vengan los nombres de quiénes plantearon dudas y comentarios, el 
contenido de las mismas, así como las respuestas de la empresa promovente32.

Oportunidades de fortalecimiento del PEIA

Dados los vacíos existentes en la ley y en la práctica que han llevado a la aprobación de proyectos 
con efectos nocivos en los ecosistemas y en contra de la voluntad de las poblaciones (Velasco, 2014 y 
SPDA, 2015), hace varios años diversas organizaciones de la sociedad civil33 han señalado la necesidad 
de reformar la LGEEPA en materia de impacto ambiental. Las diez propuestas que se presentan a 
continuación, basadas en el documento de Alcosta et al. (2015) surgen del análisis de la legislación, la 
práctica y el contexto nacional en esta materia y su atención supondría un importante avance para evitar 
un uso y aplicación inapropiados del PEIA.

28 Artículo 35 de la LGEEPA.
29 Articulo 35BIS de la LGEEPA.
30 Artículo 34 de la LGEEPA.
31 Artículo 34 de la LGEEPA.
32 Artículo 43 del Reglamento de la LGEEPA.
33 ALCOSTA, Causa Natura, CEMDA, DAN, Fundar Centro de Análisis e Investigación y VoBo Asesores.
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1.	 Es necesario que la LGEEPA incluya el principio precautorio para la toma de decisiones sobre las 
autorizaciones de impacto ambiental, con el objetivo de proteger al ambiente, la biodiversidad y la 
población. Este principio, contenido en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
desde 1992 establece que “cuando haya peligro de un daño grave e irreversible, la falta de certeza 
científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces 
en función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente” (Principio 15).

Además, como señalan las organizaciones, no es suficiente con que este principio se incluya, sino 
que debe incorporar una serie de criterios de cómo debe ser aplicado, para generar mayor claridad a 
la autoridad ambiental y evitar un uso incorrecto del mismo. Estos criterios son: I) Proporcionalidad, 
según el cual las medidas a tomar deben ser acordes a la política ambiental y se deben considerar 
los costos sociales y económicos de la acción, la inacción y las medidas; II) No discriminación, es 
decir, que se dé el mismo trato a situaciones similares y trato diferenciado a situaciones disímiles; 
III) Coherencia con medidas adoptadas en ámbitos equivalentes en que se cuenta con información 
científica; y, IV) Realizar revisiones periódicas para determinar si los riesgos siguen presentes a lo 
largo del tiempo.

2.	 Debe incluirse la obligación de realizar la Evaluación Ambiental Estratégica (EAE) con el objetivo de 
poder llevar a cabo evaluaciones sobre los efectos de planes y programas más amplios sobre los 
territorios, en lugar de evaluar los proyectos de manera aislada. Así, las dependencias y entidades 
de la Administración Pública Federal que quieran promover programas o modificar los existentes 
tendrían que presentarlos con anterioridad a su aprobación a la Semarnat, junto con un estudio de 
impacto ambiental.

3.	 El PEIA y la resolución de la Semarnat que de él derive tiene que realizarse de manera previa a 
cualquier otro instrumento administrativo, como concesiones, autorizaciones, licencias y permisos, 
entre otros. De esta manera, la Evaluación de Impacto Ambiental podrá realmente configurarse como 
un mecanismo para prevenir daños. Además, esto evitaría que la autorización en materia ambiental 
sea la última pieza de una cadena de permisos, donde ya han sido tomadas decisiones por diversas 
entidades y dependencias, y se han generado expectativas en las empresas e inversores.

4.	 Es necesario que se incluya la evaluación de alternativas dentro del PEIA, con el objetivo de dar 
mayor robustez a la evaluación realizada. De esta manera, las empresas tendrían la obligación de 
valorar diversas alternativas del proyecto y justificar que eligieron la que menos impactos negativos 
conlleva. Además, el contar con esta información le proporcionaría a la autoridad ambiental más 
elementos para tomar sus decisiones respecto a la obra o actividad de que se trate.

5. 	Como ya se indicó, un punto clave es fortalecer la consulta y participación públicas, incluyendo 
la consulta previa a los pueblos indígenas y campesinos. El mecanismo contemplado en la 
LGEEPA para la participación de la población, la denominada “consulta pública” que se detalló con 
anterioridad, presenta una serie de deficiencias que limitan su alcance:

I) 	 La dificultad de acceder a la información necesaria para solicitar el inicio de una consulta 
de este tipo, dado que la Semarnat sólo presenta datos generales del mismo en su 
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Gaceta Ecológica a través de internet; para lo cual los posibles afectados deberían revisar 
semanalmente la página web de la Secretaría para ver si hay planeado algún proyecto en sus 
territorios, lo que no es una opción adecuada para la población y comunidades afectadas. 

II) 	Tal y como señala la Ley y su Reglamento, es la Semarnat quien podrá decidir discrecionalmente 
si da inicio o no a una consulta, aun cuando sea la propia población afectada quien la solicita. 
Lo mismo ocurre en el caso de la reunión pública de información, donde Semarnat puede 
elegir hacerla o no, sin que haya ninguna disposición que le obligue a ello. 

III)	Las limitaciones existentes para realizar la solicitud de que la consulta y/o la reunión se 
lleven a cabo. Así, la Ley señala que es necesario que la persona que haga la solicitud 
tiene que pertenecer a “la comunidad de que se trate”, sin señalar cómo se comprobará 
esta pertenencia. Esta disposición, además, ignora que el ambiente es un bien jurídico de 
naturaleza difusa; lo que significa que “su titularidad no recae en una sola persona sino en 
toda la colectividad sin distinción territorial y cuya afectación transciende más allá de la zona 
de influencia de la comunidad donde se pretenda llevar a cabo una obra o actividad, por lo 
que vulnera la esfera del derecho humano de toda persona a un medio ambiente sano para 
su desarrollo y bienestar” (Alcosta et al., 2015, p. 45).

IV)	La Ley no establece con claridad los alcances de la consulta pública e indica que los 
comentarios y observaciones emitidos durante este proceso sólo deberán ser incluidos en 
el expediente del PEIA elaborado por la Semarnat. De esta manera, no indica el peso o valor 
que tendrán en la decisión final sobre la autorización del proyecto, ya que no establece que la 
Secretaría deba fundamentar y motivar la estimación o desestimación de las observaciones 
en la resolución.

Antes estas deficiencias, es necesario modificar la LGEEPA para: 

a) Reforzar los mecanismos de publicación de la información relativa al PEIA desde su inicio, que sea 
obligatoria para cualquier proyecto, permita su amplia difusión y considere las características de las 
poblaciones que serán afectadas directa e indirectamente por los proyectos. Se debe incluir la difusión 
de un resumen de la MIA en lenguaje no técnico y de fácil comprensión; 

b) Que la Semarnat esté obligada a llevar a cabo la reunión pública ante la solicitud de cualquier persona 
para el desarrollo de actividades que por sus impactos así lo ameritan, como es el caso de la industria de 
hidrocarburos y la exploración, explotación y beneficio de minerales, entre otras; y, 

c) Que en el caso de proyectos que afectan a pueblos y comunidades indígenas y campesinas, la consulta 
y participación del PEIA se hagan de conformidad con el Artículo 2 constitucional y el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre Pueblos Indígenas y Tribales, “que establece todo un 
régimen especial para este tipo de procedimientos” (Alcosta et al., 2015, p. 52) y, en su Artículo 6, establece 
que los gobiernos deben “Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y 
en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas 
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o administrativas susceptibles de afectarles directamente”34. Para ello, se requiere que la Semarnat tenga 
la atribución de suspender temporalmente el PEIA para que se garanticen los tiempos y modos de la 
consulta, que se establezca el carácter vinculante de la misma y que las comunidades y pueblos cuenten 
con toda la información necesaria y culturalmente adecuada (Velasco et al. 2014).

6. Se requiere que otras autoridades tengan facultades para opinar sobre la Evaluación de Impacto 
Ambiental (EIA), en aquellos casos en que los proyectos afecten áreas de su competencia. Así, la Dirección 
General de Impacto y Riesgo Ambiental (DGIRA) de la Semarnat, quien es la encargada de llevar a cabo 
el PEIA, deberá considerar la opinión de otras áreas de la misma Secretaría, así como de otras entidades 
y dependencias de la Administración Pública Federal (APF). Una vez recibidas las observaciones, deberá 
incluirlas en el expediente y argumentar su consideración o su desestimación en la resolución del PEIA. 
La consulta a la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas, así como a la unidad administrativa 
encargada de los programas de ordenamiento ecológico del territorio debe ser de carácter obligatorio, a 
quienes la Secretaría deberá remitir el expediente del PEIA correspondiente.

7. Sería pertinente la creación de un órgano colegiado que transparente y dé mayor sustento científico a la 
toma de decisiones de la Semarnat, a través de la emisión de opiniones y observaciones de sus miembros; 
quienes deben ser elegidos “por su objetividad, prestigio, probidad, y especialidad y conocimientos en 
la materia que nos ocupa, lo que permite atender a la naturaleza científica y técnica de la EIA” (Alcosta et 
al., 2015, p. 69). Las decisiones que debe tomar la Secretaría a la hora de otorgar o no una autorización 
en materia de impacto ambiental son sumamente complejas; no sólo implican un conocimiento sobre los 
efectos de los proyectos sobre el ambiente y la población, así como sus múltiples interrelaciones, si no 
de los proyectos en sí mismos, cuyas características varían enormemente dependiendo de la actividad 
que se trate. Normalmente, la responsabilidad de llevar a cabo la EIA recae en una sola persona, lo que 
hace aún más importante que exista este órgano colegiado para que la Secretaría cuente con mayores 
elementos para tomar decisiones, lo que permitiría una mayor calidad de las mismas.  

8. La distinción entre evitar y compensar daños debe ser más clara en la Ley y establecerse que se debe 
priorizar la primera sobre la segunda, debido a que permite una mayor protección del ambiente y previene 
daños sobre el mismo, así como sobre la población. Asimismo, las EIA deben considerar también los 
impactos sobre los servicios ambientales de los ecosistemas que hacen referencia a “los beneficios 
tangibles e intangibles, generados por los ecosistemas, necesarios para la supervivencia del sistema 
natural y biológico en su conjunto, y para que proporcionen beneficios al ser humano” (Artículo 3 de la 
LGEEPA).

9. Otro tema clave, es establecer medidas en la Ley que permitan asegurar una mayor objetividad en la 
contratación de las y los prestadores de servicios encargados de realizar las MIAs para las empresas. Esto 
con la finalidad de que estos documentos sean más robustos e incluyan una evaluación independiente 
y objetiva de los impactos de los proyectos en el ambiente y la población, y así poner límites a lo que 
ocurre en la actualidad, pues las MIAs responden más a los intereses de las empresas que promueven 
los proyectos y que contratan los servicios (SPDA, 2016) y, de esta manera, se convierten en ejercicios 

34 Convenio 169 de la OIT, disponible en http://www.cdi.gob.mx/transparencia/convenio169_oit.pdf
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de autojustificación ambiental del proyecto. Es importante señalar que es a partir de estos documentos 
que la Semarnat evalúa los proyectos y toma la mayor parte de sus decisiones, por lo que su robustez y 
calidad es de suma importancia. 

10. Por último, pero no menos importante, se propone establecer en la LGEEPA la obligación de que la 
Semarnat vigile el cumplimiento de las condicionantes previstas en la autorización en materia de impacto 
ambiental. Como se señaló anteriormente, esta Secretaría puede aprobar la EIA con condicionantes 
por lo que debe dotársele de “atribuciones expresas para vigilar el cumplimiento de las condicionantes 
impuestas a la obra o actividad autorizada” (Alcosta et al., 2015, p. 80).

Conclusiones

Si bien el PEIA es una pieza clave para evaluar y, de esta manera, prevenir y evitar que las actividades 
extractivas generen impactos sobre el ambiente y los derechos humanos, la manera en que está concebido 
y es implementado actualmente dificulta que cumpla con este objetivo. Por ello, es fundamental que se 
lleven a cabo reformas legales que permitan el fortalecimiento de este instrumento y una mayor protección 
de los ecosistemas y la población, en un país donde el Estado apuesta a la extracción de hidrocarburos 
y minerales como modelo de desarrollo. 

En este contexto, la participación efectiva de las comunidades afectadas por los proyectos en las 
evaluaciones de impacto ambiental resulta imprescindible para colocar otros elementos, necesidades y 
alternativas sobre la mesa de toma de decisiones. También lo resultan las demás propuestas que se han 
señalado, como las referentes a que el PEIA debe ser anterior a la entrega de cualquier otro permiso a 
las empresas para realizar obras y actividades, a que se le dé una mayor objetividad a la MIA, a que se 
prime evitar los daños por encima de la compensación, a que deban realizarse evaluaciones ambientales 
estratégicas y a que se tomen decisiones con base en el principio precautorio, entre otras. Todo ello 
abonará al fortalecimiento de un instrumento que debe servir como mecanismo para la protección 
ambiental y no para pintar de verde proyectos que degradan los ecosistemas y violentan derechos.
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